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RESPUESTAS COMENTADAS DEL 1º EXAMEN OFICIAL 14 DE NOVIEMBRE DE 2021 

 

1. B (PENAL PARTE ESPECIAL) 

 

CAPÍTULO III 

De la desobediencia y denegación de auxilio 

Artículo 410. 

1. Las autoridades o funcionarios públicos que se negaren abiertamente a dar el debido cumplimiento a 

resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la autoridad superior, dictadas dentro del ámbito de su 

respectiva competencia y revestidas de las formalidades legales, incurrirán en la pena de multa de tres a doce 

meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años. 

 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirán en responsabilidad criminal las autoridades 

o funcionarios por no dar cumplimiento a un mandato que constituya una infracción manifiesta, clara y 

terminante de un precepto de Ley o de cualquier otra disposición general. 

 

 

2. B (LOGP) 

Artículo quince bis.2 Tratamientos de datos de carácter personal 

El tratamiento de los datos personales de los internos se regirá por lo previsto en la Ley Orgánica de protección 

de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 

infracciones penales y de ejecución de sanciones penales. 

 

Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, 

detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales. 

 

 

3. D (PENAL PARTE GENERAL) 

 

Artículo 20. 

Están exentos de responsabilidad criminal: 

1.º El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no 

pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión. 

El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido provocado por el sujeto con el 

propósito de cometer el delito o hubiera previsto o debido prever su comisión. 

2.º El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación plena por el consumo de 

bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos 

análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla o no se hubiese previsto o debido 

prever su comisión, o se halle bajo la influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de 

tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión. 

3.º El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, tenga alterada 

gravemente la conciencia de la realidad. 

 

En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las medidas de seguridad previstas en 

este Código. 

 

 

 



 

 

4. C (Conducta Humana) 

 

Extracto del trabajo “Humanismo y trabajo Social” de la Universidad de León con ISSN 1696-7623 

 

Según Garrido, López y Ross (2001) la competencia social engloba recursos personales clasificables en tres 

grandes áreas:  

1. Área cognitiva: perspectiva social, capacidad de reflexión, pensamiento crítico, razonamiento abstracto, 

sensibilidad interpersonal, pensamiento medios afines, pensamiento alternativo, causal y consecuente, 

capacidad para las auto instrucciones y el auto diálogo, etc.  

2. Área conductual: habilidades sociales y de comunicación.  

3. Área emocional: reconocimiento e identificación de emociones, expresión emocional, empatía y regulación 

emocional.  

 

5. B (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 51. Artículos y objetos no autorizados. 

1. Se consideran artículos u objetos no autorizados todos aquellos que puedan suponer un peligro para la 

seguridad, la ordenada convivencia o la salud, las drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas 

salvo prescripción facultativa, los que contengan alcohol y los productos alimenticios, así como los que exijan 

para su control una manipulación que implique riesgo de deterioro y los expresamente prohibidos por las 

normas de régimen interior del Establecimiento. 

 

 

6. C (Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género TEMA 12 ORGANIZACIÓN) 

 

Artículo 4. Principios y valores del sistema educativo. 

1. El sistema educativo español incluirá entre sus fines la formación en el respeto de los derechos y libertades 

fundamentales y de la igualdad entre hombres y mujeres, así como en el ejercicio de la tolerancia y de la 

libertad dentro de los principios democráticos de convivencia. 

Igualmente, el sistema educativo español incluirá, dentro de sus principios de calidad, la eliminación de los 

obstáculos que dificultan la plena igualdad entre hombres y mujeres y la formación para la prevención de 

conflictos y para la resolución pacífica de los mismos. 

 

 

7. B (TEMA 16 PENITENCIARIO) 

 

No es la respuesta D porque los JCVP solo conocen de las penas impuestas por la AN y la ejecución de penas 

impuestas por el TS corresponde a los JVP 

 

 

8. C (conducta Humana) 

 

Por Exclusión ya que el wolof es una lengua hablada en Senegal, el Amhárico es un idioma hablado en Etiopía 

y el Tagalo es un idioma hablado en Filipinas mientras que el Lunfardo es una Jerga de delincuentes que se 

desarrolló principalmente en Buenos Aires a finales del siglo XIX y comienzos del XX, y que tomó palabras de 

las lenguas que hablaban los inmigrantes recién llegados al Río de la Plata (Definición extraída de Oxford 

Languages) 

 



 

 

9. B ( LEY 53/1984, de 26 de diciembre, temas 8 y 9 organización) 

 

Artículo doce. 

1. En todo caso, el personal comprendido en el ámbito de aplicación de esta Ley no podrá ejercer las 

actividades siguientes: 

a) El desempeño de actividades privadas, incluidas las de carácter profesional, sea por cuenta propia o bajo la 

dependencia o al servicio de Entidades o particulares, en los asuntos en que esté interviniendo, haya 

intervenido en los dos últimos años o tenga que intervenir por razón del puesto público. 

Se incluyen en especial en esta incompatibilidad las actividades profesionales prestadas a personas a quienes 

se esté obligado a atender en el desempeño del puesto público. 

b) La pertenencia a Consejos de Administración u órganos rectores de Empresas o Entidades privadas, siempre 

que la actividad de las mismas esté directamente relacionada con las que gestione el Departamento, 

Organismo o Entidad en que preste sus servicios el personal afectado. 

c) El desempeño, por sí o por persona interpuesta, de cargos de todo orden en Empresas o Sociedades 

concesionarias, contratistas de obras, servicios o suministros, arrendatarias o administradoras de monopolios, 

o con participación o aval del sector público, cualquiera que sea la configuración jurídica de aquéllas. 

d) La participación superior al 10 por 100 en el capital de las Empresas o Sociedades a que se refiere el párrafo 

anterior. 

 

10. B ( LEY 19/2013, de 9 de diciembre, tema 13 organización) 

 

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información. 

1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la presentación de la 

correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano administrativo o entidad que posea la 

información. Cuando se trate de información en posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios 

públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o entidad 

de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas. 

2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de: 

a) La identidad del solicitante. 

b) La información que se solicita. 

c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones. 

d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada. 

 

3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer 

los motivos por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la resolución. 

No obstante, la ausencia de motivación no será por si sola causa de rechazo de la solicitud. 

 

11. B ( Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 35. Consulta o ingreso en hospitales no penitenciarios. 

1. La salida de internos para consulta o ingreso, en su caso, en centros hospitalarios no penitenciarios será 

acordada por el centro directivo. 

 

12. D (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 24.3 

Si quince días antes de la fecha propuesta para la libertad definitiva no se hubiese recibido respuesta, el 

Director del establecimiento reiterará la propuesta al Tribunal sentenciador, significándole que, de no recibirse 

orden expresa en contrario, se procederá a liberar al recluso en la fecha propuesta. 



 

 

 

13. D ( R. D. 840/2011, tema 14 penitenciario) 

 

Artículo 13.4 

El ingreso tendrá lugar el sábado o día festivo inmediatamente anterior entre las 9 y las 10 horas y la 

permanencia será ininterrumpida hasta las 21 horas del domingo o, en su caso, del día festivo inmediatamente 

posterior. Este mismo horario se observará en el supuesto de día festivo no enlazado 

 

 

14. D (Constitución, tema 1 organización) 

 

Artículo 90.2 de la C.E 

 

El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje 

motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo.  

La respuesta B es incorrecta porque el artículo 91 dispone que “El Rey sancionará en el plazo de quince días 

las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y ordenará su inmediata publicación” 

 

 

15. B (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 4. Derechos. 

1. La actividad penitenciaria se ejercerá respetando la personalidad de los internos y los derechos e intereses 

legítimos de los mismos no afectados por la condena, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por 

razón de raza, sexo, religión, opinión, nacionalidad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

2. En consecuencia, los internos tendrán los siguientes derechos: 

a) Derecho a que la Administración penitenciaria vele por sus vidas, su integridad y su salud, sin que puedan, 

en ningún caso, ser sometidos a torturas, a malos tratos de palabra o de obra, ni ser objeto de un rigor 

innecesario en la aplicación de las normas. 

b) Derecho a que se preserve su dignidad, así como su intimidad, sin perjuicio de las medidas exigidas por la 

ordenada vida en prisión. En este sentido, tienen derecho a ser designados por su propio nombre y a que su 

condición sea reservada frente a terceros. 

c) Derecho al ejercicio de los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, salvo cuando fuesen 

incompatibles con el objeto de su detención o el cumplimiento de la condena. 

d) Derecho de los penados al tratamiento penitenciario y a las medidas que se les programen con el fin de 

asegurar el éxito del mismo. 

e) Derecho a las relaciones con el exterior previstas en la legislación. 

f) Derecho a un trabajo remunerado, dentro de las disponibilidades de la Administración penitenciaria. 

g) Derecho a acceder y disfrutar de las prestaciones públicas que pudieran corresponderles. 

h) Derecho a los beneficios penitenciarios previstos en la legislación. 

i) Derecho a participar en las actividades del centro. 

j) Derecho a formular peticiones y quejas ante las autoridades penitenciarias, judiciales, Defensor del Pueblo 

y Ministerio Fiscal, así como a dirigirse a las autoridades competentes y a utilizar los medios de defensa de sus 

derechos e intereses legítimos a que se refiere el capítulo V del Título II de este Reglamento. 

k) Derecho a recibir información personal y actualizada de su situación procesal y penitenciaria. 

 

 

 

 



 

 

16. D (Constitución, tema 1 organización) 

 

Artículo 148.1  

Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen 

actividades comerciales. 

 

 

17. D ( tema 12 organización) sin tener ni idea se respondía facilísimo 

 

Resolución de 29 de diciembre de 2020, de la Secretaría General de Función Pública, por la que se publica el 

Acuerdo de Consejo de Ministros de 9 de diciembre de 2020, por el que se aprueba el III Plan para la igualdad 

de género en la Administración General del Estado y en los Organismos Públicos vinculados o dependientes 

de ella. 

 

El III Plan se articula en seis ejes de actuación donde se desarrollan medidas de carácter transversal (68 

medidas). Los ejes del Plan son: 

Eje 1. Medidas instrumentales para una transformación organizativa. 

Eje 2. Sensibilización, formación y capacitación. 

Eje 3. Condiciones de trabajo y desarrollo profesional. 

Eje 4. Corresponsabilidad y conciliación de la vida personal, familiar y laboral. 

Eje 5. Violencia contra las mujeres. 

Eje 6. Interseccionalidad y situaciones de especial protección. 

 

 

18. A (Tema 11 organización) 

 

Artículo 6. Ámbitos de actuación del voluntariado. 

1. Se consideran ámbitos de actuación del voluntariado, entre otros, los siguientes: 

a) Voluntariado social 

b) Voluntariado internacional de cooperación para desarrollo ( no dice voluntariado institucional) 

c) Voluntariado ambiental 

d) Voluntariado cultural 

f) Voluntariado educativo 

g) Voluntariado sociosanitario  

h) Voluntariado de ocio y tiempo libre 

i) Voluntariado comunitario 

j) Voluntariado de protección civil 

 

 

19. B (Penal General) 

 

Artículo 22.8 

Hay reincidencia cuando, al delinquir, el culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un delito 

comprendido en el mismo título de este Código, siempre que sea de la misma naturaleza. 

 

 

 

 



 

 

20. D (Penal Especial) 

 

Artículo 426. 

Quedará exento de pena por el delito de cohecho el particular que, habiendo accedido ocasionalmente a la 

solicitud de dádiva u otra retribución realizada por autoridad o funcionario público, denunciare el hecho a la 

autoridad que tenga el deber de proceder a su averiguación antes de la apertura del procedimiento, siempre 

que no haya transcurrido más de dos meses desde la fecha de los hechos. 

 

21. A (Conducta Humana) 

 

 

22. B (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 75. Limitaciones regimentales y medidas de protección personal. 

1. Los detenidos, presos y penados no tendrán otras limitaciones regimentales que las exigidas por el 

aseguramiento de su persona y por la seguridad y el buen orden de los Establecimientos, así como las que 

aconseje su tratamiento o las que provengan de su grado de clasificación. 

 

 

23. B (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 117. Medidas regimentales para la ejecución de programas especializados para penados clasificados 

en segundo grado. 

1. Los internos clasificados en segundo grado de tratamiento que presenten un perfil de baja peligrosidad 

social y no ofrezcan riesgos de quebrantamiento de condena, podrán acudir regularmente a una institución 

exterior para la realización de un programa concreto de atención especializada, siempre que éste sea 

necesario para su tratamiento y reinserción social. 

 

 

24. C ( Penal Especial) 

 

CAPÍTULO I 

De la calumnia 

Artículo 205. 

Es calumnia la imputación de un delito hecha con conocimiento de su falsedad o temerario desprecio hacia la 

verdad. 

 

Artículo 207. 

El acusado por delito de calumnia quedará exento de toda pena probando el hecho criminal que hubiere 

imputado. 

 

CAPÍTULO II 

De la injuria 

Artículo 208. 

Es injuria la acción o expresión que lesionan la dignidad de otra persona, menoscabando su fama o atentando 

contra su propia estimación. 

 

 

 



 

 

25. C ( Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 96.2 

No obstante, lo anterior, conforme a lo establecido en el artículo 10 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, 

serán de aplicación, a propuesta de la Junta de Tratamiento y con la aprobación del Centro Directivo, las 

normas previstas para los Establecimientos de cumplimiento de régimen cerrado a los detenidos y presos, 

cuando se trate de internos extremadamente peligrosos o manifiestamente inadaptados al régimen ordinario 

 

 

26. C ( Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 92.2 

Procederá, en todo caso, la propuesta de reasignación de la modalidad en el sistema de vida de los penados 

destinados en departamentos especiales que muestren una evolución positiva, ponderando, entre otros, 

factores tales como: 

a) Interés por la participación y colaboración en las actividades programadas. 

b) Cancelación de sanciones o ausencia de las mismas durante períodos prolongados de tiempo. 

c) Una adecuada relación con los demás. 

 

 

 

27. C (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 115. Grupos en comunidad terapéutica. 

1. Para grupos determinados de internos, cuyo tratamiento lo requiera, se podrán organizar en los Centros 

correspondientes programas basados en el principio de comunidad terapéutica. 

2. Siempre que el Centro Directivo autorice la constitución de uno de estos grupos, la Junta de Tratamiento 

que esté al frente del mismo asumirá las funciones que tienen atribuidas el Consejo de Dirección y la Comisión 

Disciplinaria del Centro penitenciario, con exclusión de las que se refieran a los aspectos económico-

administrativos. 

 

 

 

28. A ( Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 68.4 

Si el resultado del cacheo con desnudo integral fuese infructuoso y persistiese la sospecha, se podrá solicitar 

por el Director a la Autoridad judicial competente la autorización para la aplicación de otros medios de control 

adecuados. 

 

 

29. D (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 166. Creación. 

1. La creación de nuevas Unidades Dependientes se llevará a cabo mediante Orden Ministerial o resolución 

autonómica equivalente (no por resolución del Centro Directivo) 

 

 

 



 

 

30. B (Trebep, tema 8 y 9) 

 

Muy fácil, por eliminación, artículo 67 

1. La jubilación de los funcionarios podrá ser: 

a) Voluntaria, a solicitud del funcionario. 

b) Forzosa, al cumplir la edad legalmente establecida. 

c) Por la declaración de incapacidad permanente para el ejercicio de las funciones propias de su cuerpo o 

escala, o por el reconocimiento de una pensión de incapacidad permanente absoluta o, incapacidad 

permanente total en relación con el ejercicio de las funciones de su cuerpo o escala. 

 

31. B ( Tema 7 organización) 

 

Resolución de 13 de mayo de 2019, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el IV 

Convenio colectivo único para el personal laboral de la Administración General del Estado 

 

32. C ( Tema 1 penitenciario) 

 

Artículo 2.2 de la ley 23/2014, de 20 de noviembre 

Los instrumentos de reconocimiento mutuo regulados en esta Ley son los siguientes: 

a) La orden europea de detención y entrega. 

b) La resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad. 

c) La resolución de libertad vigilada. 

d) La resolución sobre medidas de vigilancia de la libertad provisional. ( no dice libertad condicional, que son 

dos cosas distintas) 

e) La orden europea de protección. 

f) La resolución de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas. 

g) La resolución de decomiso. 

h) La resolución por la que se imponen sanciones pecuniarias. 

i) La orden europea de investigación. 

 

33. C ( Tema 5 organización) 

 

A petición del Parlamento, el defensor del pueblo puede ser destituido por el Tribunal de Justicia de la Unión 

Europea (TJUE) si deja de cumplir las condiciones necesarias para el ejercicio de sus funciones o si ha cometido 

una falta grave. 

34. A ( Tema 13 organización) 

 

Artículo 11 de la ley 19/2013 

El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las prescripciones técnicas que 

se establezcan reglamentariamente que deberán adecuarse a los siguientes principios: 

a) Accesibilidad: se proporcionará información estructurada sobre los documentos y recursos de información 

con vistas a facilitar la identificación y búsqueda de la información. 

b) Interoperabilidad: la información publicada será conforme al Esquema Nacional de Interoperabilidad, 

aprobado por el Real Decreto 4/2010, de 8 enero, así como a las normas técnicas de interoperabilidad. 

c) Reutilización: se fomentará que la información sea publicada en formatos que permita su reutilización, de 

acuerdo con lo previsto en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector 

público y en su normativa de desarrollo. 

 

 



 

 

35. A ( Tema 14,15 y 16) 

 

Artículo 14.2 de la ley 39/2015 

En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones 

Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes 

sujetos: 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los trámites 

y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En 

todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 

mercantiles. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la 

Administración. 

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por 

razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada 

Administración. 

 

36. C ( Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 90.3  

En los centros con módulos o departamentos de régimen cerrado se diseñará un programa de intervención 

específico que garantice la atención personalizada a los internos que se encuentren en dicho régimen, por 

equipos técnicos, especializados y estables 

 

37. B ( Reglamento Penitenciario) 

 

Disposición adicional segunda. Viviendas penitenciarias. 

3. Los recursos derivados de los cánones de uso de las viviendas, residencias y dependencias destinadas a 

funcionarios y personal laboral de plantilla penitenciarios tendrán la naturaleza de ingresos públicos, que se 

ingresarán en el Tesoro Público para su posterior incorporación, mediante generaciones de crédito, a aquéllos 

conceptos presupuestarios del Presupuesto de gastos de la Administración penitenciaria correspondiente que 

contribuyan al mejor cumplimiento de los fines de la actividad penitenciaria establecidos en el artículo 2 del 

Reglamento Penitenciario. 

 

38. C ( Penal especial) 

 

Artículo 140. 

1. El asesinato será castigado con pena de prisión permanente revisable cuando concurra alguna de las 

siguientes circunstancias: 

1.ª Que la víctima sea menor de dieciséis años de edad, o se trate de una persona especialmente vulnerable 

por razón de su edad, enfermedad o discapacidad. 

2.ª Que el hecho fuera subsiguiente (no anterior) a un delito contra la libertad sexual que el autor hubiera 

cometido sobre la víctima. 

3.ª Que el delito se hubiera cometido por quien perteneciere a un grupo u organización criminal. 

2. Al reo de asesinato que hubiera sido condenado por la muerte de más de dos personas se le impondrá una 

pena de prisión permanente revisable. En este caso, será de aplicación lo dispuesto en la letra b) del apartado 

1 del artículo 78 bis y en la letra b) del apartado 2 del mismo artículo. 

 



 

 

39. C ( Tema 11 penitenciario) 

 

Artículo 7 del R.D. 122/2015 

1. El Consejo de Administración, que no podrá exceder de doce miembros, estará formado por el Presidente y 

los siguientes vocales: 

e) El Director-Gerente de la entidad, que desempeñará las funciones de secretario del Consejo de 

Administración, con voz y voto. 

 

Artículo 9 del R.D. 122/2015 

Al Director-Gerente le corresponden: 

f) La comunicación con otros organismos, entidades y particulares que tengan relación con los fines propios 

de la entidad, sin perjuicio de las funciones de representación que correspondan a la Secretaría General de 

Instituciones Penitenciarias. 

 

40. A (Tema 10 Penal) 

 

Artículo 505 de la LECRIM 

1. Cuando el detenido fuere puesto a disposición del juez de instrucción o tribunal que deba conocer de la 

causa, éste, salvo que decretare su libertad provisional sin fianza, convocará a una audiencia en la que el 

Ministerio Fiscal o las partes acusadoras podrán interesar que se decrete la prisión provisional del investigado 

o encausado o su libertad provisional con fianza. 

En los supuestos del procedimiento regulado en el título III del libro IV de esta ley, este trámite se sustanciará 

con arreglo a lo establecido en el artículo 798, salvo que la audiencia se hubiera celebrado con anterioridad. 

2. La audiencia prevista en el apartado anterior deberá celebrarse en el plazo más breve posible dentro de las 

72 horas siguientes a la puesta del detenido a disposición judicial y a ella se citará al investigado o encausado, 

que deberá estar asistido de letrado por él elegido o designado de oficio, al Ministerio Fiscal y a las demás 

partes personadas. La audiencia habrá de celebrarse también para solicitar y decretar, en su caso, la prisión 

provisional del investigado o encausado no detenido o su libertad provisional con fianza. 

 

41. C ( Tema 2 organización) 

 

Artículo 611.4 de la LOPJ 

En particular, serán órganos técnicos del Consejo General del Poder Judicial la Secretaría General, el Servicio 

de Inspección, el Gabinete Técnico, la Escuela Judicial, el Centro de Documentación Judicial y la Oficina de 

Comunicación. 

 

42. B (LOGP) 

 

Artículo 76.2.j de la LOPJ 

Conocer del paso a los establecimientos de régimen cerrado de los reclusos a propuesta del Director del 

establecimiento 

 

43. B (LOGP) 

 

Artículo 21.2 de la LOGP 

La Administración proporcionará a los internos una alimentación controlada por el Médico, convenientemente 

preparada y que responda en cantidad y calidad a las normas dietéticas y de higiene, teniendo en cuenta su 

estado de salud, la naturaleza del trabajo y, en la medida de lo posible, sus convicciones filosóficas y religiosas. 

Los internos dispondrán, en circunstancias normales, de agua potable a todas las horas. 



 

 

 

44. A (Trebep, tema 8 y 9 organización) 

 

Artículo 16.4 del Trebep 

Los funcionarios de carrera podrán progresar simultáneamente en las modalidades de carrera horizontal y 

vertical cuando la Administración correspondiente las haya implantado en un mismo ámbito. 

 

45. A (Trebep, tema 8 y 9 organización) 

 

Artículo 47.bis del Trebep 

1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido 

competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan, 

fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información y 

comunicación. 

2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y será compatible 

con la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo en supuestos 

excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo 

de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán 

criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. 

El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos 

y la evaluación de su cumplimiento. 

3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos, 

individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del personal que preste sus servicios 

en modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, 

salvo aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial. 

4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad, los medios 

tecnológicos necesarios para su actividad. 

5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de teletrabajo, por lo 

previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo. 

 

 

46. A (40/2015, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 65.1 de la 40/2015 

Los Secretarios generales técnicos, bajo la inmediata dependencia del Subsecretario, (no del Ministro)tendrán 

las competencias sobre servicios comunes que les atribuya el Real Decreto de estructura del Departamento y, 

en todo caso, las relativas a producción normativa, asistencia jurídica y publicaciones. 

 

 

47. A  ( Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 291. Previsión de necesidades. 

El Director del centro penitenciario, una vez haya informado la Junta Económico-Administrativa, deberá 

remitir a la Secretaría de Estado de Asuntos Penitenciarios, antes del 1 de abril de cada año natural, la previsión 

de necesidades presupuestarias para el siguiente ejercicio, las cuales deberán justificarse debidamente 

siguiendo los criterios que marque la citada Secretaría de Estado, en base a las directrices emanadas del 

Ministerio de Economía y Hacienda. 

 

 



 

 

48. B ( Tema 10 organización) 

 

Artículo 158. Adjudicación. 

1. Cuando el único criterio para seleccionar al adjudicatario del contrato sea el del precio, la adjudicación 

deberá recaer en el plazo máximo de quince días a contar desde el siguiente al de apertura de las 

proposiciones. 

 

49. B (Trebep, tema 8 y 9 organización) 

 

Artículo 15. Trebep Derechos individuales ejercidos colectivamente. 

Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva: 

a) A la libertad sindical. 

b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo. 

c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso. 

e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto. 

 

50. C (Tema 16 penitenciario) 

 

Disposición adicional quinta de la LEY ORGÁNICA PODER JUDICIAL 

Quinta 

1. El recurso de reforma podrá interponerse contra todos los autos del Juez de Vigilancia Penitenciaria. 

2. Las resoluciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria en materia de ejecución de penas serán recurribles en 

apelación y queja ante el tribunal sentenciador, excepto cuando se hayan dictado resolviendo un recurso de 

apelación contra resolución administrativa que no se refiera a la clasificación del penado. 

En el caso de que el penado se halle cumpliendo varias penas, la competencia para resolver el recurso 

corresponderá al juzgado o tribunal que haya impuesto la pena privativa de libertad más grave, y en el 

supuesto de que coincida que varios juzgados o tribunales hubieran impuesto pena de igual gravedad, la 

competencia corresponderá al que de ellos la hubiera impuesto en último lugar. 

3. Las resoluciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria en lo referente al régimen penitenciario y demás 

materias no comprendidas en el apartado anterior serán recurribles en apelación o queja siempre que no se 

hayan dictado resolviendo un recurso de apelación contra resolución administrativa. Conocerá de la apelación 

o de la queja la Audiencia Provincial que corresponda, por estar situado dentro de su demarcación el 

establecimiento penitenciario. 

4. El recurso de queja a que se refieren los apartados anteriores sólo podrá interponerse contra las 

resoluciones en que se deniegue la admisión de un recurso de apelación. 

5. Cuando la resolución objeto del recurso de apelación se refiera a materia de clasificación de penados o 

concesión de la libertad condicional y pueda dar lugar a la excarcelación del interno, siempre y cuando se trate 

de condenados por delitos graves, el recurso tendrá efecto suspensivo que impedirá la puesta en libertad del 

condenado hasta la resolución del recurso o, en su caso, hasta que la Audiencia Provincial o la Audiencia 

Nacional se haya pronunciado sobre la suspensión. 

Los recursos de apelación a que se refiere el párrafo anterior se tramitarán con carácter preferente y urgente. 

6. Cuando quien haya dictado la resolución recurrida sea un Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria, tanto 

en materia de ejecución de penas como de régimen penitenciario y demás materias, la competencia para 

conocer del recurso de apelación y queja, siempre que no se haya dictado resolviendo un recurso de apelación 

contra resolución administrativa, corresponderá a la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. 

7. Contra el auto por el que se determine el máximo de cumplimiento o se deniegue su fijación, cabrá recurso 

de casación por infracción de ley ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, que se sustanciará conforme 

a lo prevenido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 



 

 

8. Contra los autos de las Audiencias Provinciales y, en su caso, de la Audiencia Nacional, resolviendo recursos 

de apelación, que no sean susceptibles de casación ordinaria, podrán interponer, el Ministerio Fiscal y el 

letrado del penado, recurso de casación para la unificación de doctrina ante la Sala de lo Penal del Tribunal 

Supremo, el cual se sustanciará conforme a lo prevenido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el recurso 

de casación ordinario, con las particularidades que de su finalidad se deriven. Los pronunciamientos del 

Tribunal Supremo al resolver los recursos de casación para la unificación de doctrina en ningún caso afectarán 

a las situaciones jurídicas creadas por las sentencias precedentes a la impugnada. 

9. El recurso de apelación a que se refiere esta disposición se tramitará conforme a lo dispuesto en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal para el procedimiento abreviado. Estarán legitimados para interponerlo el Ministerio 

Fiscal y el interno o liberado condicional. En el recurso de apelación será necesaria la defensa de letrado y, si 

no se designa procurador, el abogado tendrá también habilitación legal para la representación de su 

defendido. En todo caso, debe quedar garantizado siempre el derecho a la defensa de los internos en sus 

reclamaciones judiciales. 

10. En aquellas Audiencias donde haya más de una sección, mediante las normas de reparto, se atribuirá el 

conocimiento de los recursos que les correspondan según esta disposición, con carácter exclusivo, a una o dos 

secciones. 

 

51. D (Penal General) 

 

Artículo 37.2 del C.P. 

Si el reo lo solicitare y las circunstancias lo aconsejaren, oído el ministerio fiscal, el juez o tribunal sentenciador 

podrá acordar que la condena se cumpla durante los sábados y domingos o de forma no continuada. 

No es la respuesta A porque no es deberá sino podrá ( No obstante, en los casos en los que la localización 

permanente esté prevista como pena principal, atendiendo a la reiteración en la comisión de la infracción y 

siempre que así lo disponga expresamente el concreto precepto aplicable, el Juez podrá acordar en sentencia 

que la pena de localización permanente se cumpla los sábados, domingos y días festivos en el centro 

penitenciario más próximo al domicilio del penado ) 

 Y no es la respuesta C porque el lugar de cumplimiento se determinará en sentencia o posteriormente en auto 

motivado (artículo 37.1) 

 

52. D (Penal Especial) 

 

CAPÍTULO IV 

De la realización arbitraria del propio derecho 

Artículo 455. 

1. El que, para realizar un derecho propio, actuando fuera de las vías legales, empleare violencia, intimidación 

o fuerza en las cosas, será castigado con la pena de multa de seis a doce meses. 

2. Se impondrá la pena superior en grado si para la intimidación o violencia se hiciera uso de armas u objetos 

peligrosos. 

 

 

53. B (TREBEP, TEMA 8 Y 9 ORGANIZACIÓN) 

 

Artículo 61.6 del Trebep 

Los sistemas selectivos de funcionarios de carrera serán los de oposición y concurso-oposición que deberán 

incluir, en todo caso, una o varias pruebas para determinar la capacidad de los aspirantes y establecer el orden 

de prelación. 

Sólo en virtud de ley podrá aplicarse, con carácter excepcional, el sistema de concurso que consistirá 

únicamente en la valoración de méritos. 



 

 

 

54. D ( 39/2015, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 125. Objeto y plazos. 

1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión ante 

el órgano administrativo que los dictó, que también será el competente para su resolución 

 

55. C (Penal General) 

 

Artículo 18 del C.P. 

1. La provocación existe cuando directamente se incita por medio de la imprenta, la radiodifusión o cualquier 

otro medio de eficacia semejante, que facilite la publicidad, o ante una concurrencia de personas, a la 

perpetración de un delito. 

Es apología, a los efectos de este Código, la exposición, ante una concurrencia de personas o por cualquier 

medio de difusión, de ideas o doctrinas que ensalcen el crimen o enaltezcan a su autor. La apología sólo será 

delictiva como forma de provocación y si por su naturaleza y circunstancias constituye una incitación directa 

a cometer un delito. 

2. La provocación se castigará exclusivamente en los casos en que la Ley así lo prevea. 

Si a la provocación hubiese seguido la perpetración del delito, se castigará como inducción. 

 

56. C ( Reglamento Penitenciario) 

 

La respuesta correcta es la C porque simplemente están preguntado ante quien se puede recurrir la 

clasificación de un interno realizada por el Centro Directivo o por la Central penitenciaria de Observación (no 

están preguntando en relación a la clasificación efectuada por el JVP), que será ante el JVP competente 

territorialmente o si el interno está condenado por la AN el objetivamente competente es el JCVP 

 

57. D (tema 10 penal) 

 

Que fácil solo la respuesta D se refiere a la Audiencia Nacional 

 

58. D (tema 9 penal) 

 

Artículo 265 Lecrim 

Las denuncias podrán hacerse por escrito o de palabra, personalmente o por medio de mandatario con poder 

especial. 

 

 

59. D ( tema 11 organización) 

 

Artículo 8.5 de la ley 45/2015 de 14 de octubre 

No podrán ser voluntarias las personas que tengan antecedentes penales no cancelados por delitos de 

violencia doméstica o de género, por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral 

o la libertad e indemnidad sexual del otro cónyuge o de los hijos, o por delitos de tráfico ilegal o inmigración 

clandestina de personas, o por delitos de terrorismo en programas cuyos destinatarios hayan sido o puedan 

ser víctimas de estos delitos. Esta circunstancia se acreditará mediante una declaración responsable de no 

tener antecedentes penales por estos delitos 

 

 



 

 

60. D ( 39/2015, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas. 

1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de expedición 

de copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados. 

Las copias auténticas de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias 

auténticas realizadas por una Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. 

A estos efectos, la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales 

podrán realizar copias auténticas mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa 

automatizada. 

Se deberá mantener actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios 

habilitados para la expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar 

interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de 

la citada habilitación. En este registro o sistema equivalente constarán, al menos, los funcionarios que presten 

servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros. 

2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las 

realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en 

las que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. 

Las copias auténticas tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales. 

3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de 

copias auténticas, las Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de 

Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las 

siguientes reglas: 

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o sin 

cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al 

consultar el documento. 

b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de 

digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que 

acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. 

Se entiende por digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel 

o en otro soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del 

documento. 

c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la condición 

de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que permitirá 

contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u Organismo 

público emisor. 

d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán 

mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la 

Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del 

documento original. 

A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica correspondiente, los 

códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado. 

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los 

documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas. 

La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones 

derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de quince días a contar desde la 

recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. 



 

 

Asimismo, las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de 

cualquier documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente 

administrativo. 

5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente 

así indicado en el documento de la copia. 

6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de 

los diarios oficiales, se regirá por su legislación específica. 

 

61. D ( tema 17 organización) 

 

Artículo 41 de la Ley 47/2003 de 26 de noviembre Estructura de los estados de ingresos.  

Los estados de ingresos de los presupuestos a que se refiere el artículo 33.1.ª) de esta ley se estructurarán 

siguiendo las clasificaciones orgánica y económica: 

a) La clasificación orgánica distinguirá los ingresos correspondientes a la Administración General del Estado y 

los correspondientes a cada uno de los organismos autónomos, los de la Seguridad Social y los de otras 

entidades, según proceda. 

b) La clasificación económica agrupará los ingresos, separando los corrientes, los de capital, y las operaciones 

financieras. 

 

62. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 75.2 Reglamento Penitenciario 

2. En su caso, a solicitud del interno o por propia iniciativa, el Director podrá acordar mediante resolución 

motivada, cuando fuere preciso para salvaguardar la vida o integridad física del recluso, la adopción de 

medidas que impliquen limitaciones regimentales, dando cuenta al Juez de Vigilancia. 

 

63. A (Tema 6 organización) 

 

Organigrama del Ministerio del Interior 

Ministro 

Secretaría de Estado de Seguridad 

o Dirección General de la Policía 

o Dirección General de la Guardia Civil 

o Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería 

o Dirección General de Coordinación y Estudios 

 

64. C (Tema 9 organización) 

 

Artículo 31.2 de la ley 50/1981 de 30 de diciembre 

El mandato del Fiscal General del Estado no podrá ser renovado, excepto en los supuestos en que el titular 

hubiera ostentado el cargo durante un periodo inferior a dos años 

 

65. D (Tema 1 organización) 

 

Artículo 153 de la Constitución Española 

El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: 

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza 

de ley. 



 

 

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se 

refiere el apartado 2 del artículo 150. 

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas 

reglamentarias. 

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario. 

 

66. A ( 39/2015 de 1 de octubre, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 24 de la 39/2015 

En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración 

debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse 

notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio 

administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de 

la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el 

procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter 

desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general. 

El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a 

que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se 

transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen 

el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de responsabilidad 

patrimonial de las Administraciones Públicas. 

El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y 

disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el 

recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por 

el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano 

administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias 

enumeradas en el párrafo anterior de este apartado. 

 

67. A ( Tema 5 organización) 

 

Artículo 283 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 

1. El Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo estará formado por los miembros del Comité Ejecutivo 

del Banco Central Europeo y los gobernadores de los bancos centrales nacionales de los Estados miembros 

cuya moneda sea el euro. 

2. El Comité Ejecutivo estará compuesto por el presidente, el vicepresidente y otros cuatro miembros. 

El presidente, el vicepresidente y los demás miembros del Comité Ejecutivo serán nombrados por el Consejo 

Europeo, por mayoría cualificada, de entre personas de reconocido prestigio y experiencia profesional en 

asuntos monetarios o bancarios, sobre la base de una recomendación del Consejo y previa consulta al 

Parlamento Europeo y al Consejo de Gobierno del Banco Central Europeo. 

Su mandato tendrá una duración de ocho años y no será renovable. 

Sólo podrán ser miembros del Comité Ejecutivo los nacionales de los Estados miembros. 

 

68. C (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 129.1 del R.P.  Disposición de ordenadores personales. 

Cuando razones de carácter educativo o cultural lo hagan necesario o aconsejable para el desarrollo de los 

correspondientes programas formativos se podrá autorizar que el interno disponga de un ordenador personal. 

Con este fin, se exigirá que el interno presente una memoria justificativa de la necesidad avalada por el 

Profesor o Tutor. 



 

 

 

69. D (Conducta humana) 

 

2) Condicionamiento Operante o Instrumental 

El  nombre de condicionamiento Operante es ideado por Skinner si bien otros autores como Roger Tarpy 

prefieren el nombre de Instrumental. 

 

70. C (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 102.5 R.P. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley Orgánica General Penitenciaria, se clasificarán en primer 

grado a los internos calificados de peligrosidad extrema o inadaptación manifiesta y grave a las normas 

generales de convivencia ordenada, ponderando la concurrencia de factores tales como: 

a) Naturaleza de los delitos cometidos a lo largo de su historial delictivo, que denote una personalidad 

agresiva, violenta y antisocial. 

b) Comisión de actos que atenten contra la vida o la integridad física de las personas, la libertad sexual o la 

propiedad, cometidos en modos o formas especialmente violentos. 

c) Pertenencia a organizaciones delictivas o a bandas armadas, mientras no muestren, en ambos casos, signos 

inequívocos de haberse sustraído a la disciplina interna de dichas organizaciones o bandas. 

d) Participación activa en motines, plantes, agresiones físicas, amenazas o coacciones. 

e) Comisión de infracciones disciplinarias calificadas de muy graves o graves, de manera reiterada y sostenida 

en el tiempo. 

f) Introducción o posesión de armas de fuego en el Establecimiento penitenciario, así como la tenencia de 

drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas en cantidad importante, que haga presumir su 

destino al tráfico 

 

71. A (Tema 13 organización) 

 

Artículo 28.d de la ley 19/2013 de 9 de diciembre 

Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas cuando sean culpables: 

d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o pagos, cuando ésta resulte 

preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la 

intervención, regulado en la normativa presupuestaria. 

 

 

72. B (Trebep, tema 8 y 9 organización) 

 

Artículo 39.5 Trebep 

Cada Junta de Personal se compone de un número de representantes, en función del número de funcionarios 

de la Unidad electoral correspondiente, de acuerdo con la siguiente escala, en coherencia con lo establecido 

en el Estatuto de los Trabajadores: 

De 50 a 100 funcionarios: 5. 

De 101 a 250 funcionarios: 9. 

De 251 a 500 funcionarios: 13. 

De 501 a 750 funcionarios: 17. 

De 751 a 1.000 funcionarios: 21. 

De 1.001 en adelante, dos por cada 1.000 o fracción, con el máximo de 75. 

 

 



 

 

73. B (Trebep, tema 8 y 9 organización) 

 

Artículo 95.2 del Trebep 

Son faltas muy graves: 

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos de Autonomía de las 

comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de la función pública. 

b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, 

discapacidad, edad u orientación sexual, lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, sexo o cualquier 

otra condición o circunstancia personal o social, así como el acoso por razón de origen racial o étnico, religión 

o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual y el acoso moral, sexual y por razón de sexo. 

c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que tienen 

encomendadas. 

d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a los 

ciudadanos. 

e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido acceso 

por razón de su cargo o función. 

f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o clasificados como tales, que sea 

causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido. 

g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o funciones 

encomendadas. 

h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales de 

cualquier naturaleza y ámbito. 

i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción 

manifiesta del Ordenamiento jurídico. 

j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido para sí o para otro. 

k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales. 

l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga. 

m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga. 

n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de 

incompatibilidad. 

ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes Generales y de las 

asambleas legislativas de las comunidades autónomas. 

o) El acoso laboral. 

p) También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales en ley de las Cortes Generales o de 

la asamblea legislativa de la correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el caso 

de personal laboral. 

 

 

74. A (fuera de temario, pero relacionada con el Reglamento Penitenciario, la vemos en avanzado en formato 

supuesto práctico)) 

 

Orden INT/3191/2008, de 4 de noviembre, de creación del Consejo Social Penitenciario y de los Consejos 

Sociales Penitenciarios Locales. 

  

Undécimo. Financiación. 

La condición de miembro del Consejo Social Penitenciario y de los Consejos Sociales Penitenciarios Locales no 

es retribuida. La Secretaria General de Instituciones Penitenciarias facilitará a los citados Consejos los medios 

materiales y personales adecuados para su funcionamiento. 

 



 

 

75. D ( tema 13 organización) 

 

Artículo 36 de la ley 19/2013 de 9 de diciembre Comisión de Transparencia y Buen Gobierno. 

1. La Comisión de Transparencia y Buen Gobierno ejercerá todas las competencias que le asigna esta Ley, así 

como aquellas que les sean atribuidas en su normativa de desarrollo. 

2. Dicha Comisión estará compuesta por: 

a) El Presidente. 

b) Un Diputado. 

c) Un Senador. 

d) Un representante del Tribunal de Cuentas. 

e) Un representante del Defensor del Pueblo. 

f) Un representante de la Agencia Española de Protección de Datos. 

g) Un representante de la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas. 

h) Un representante de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal. 

3. La condición de miembro de la Comisión del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno no exigirá 

dedicación exclusiva ni dará derecho a remuneración con excepción de lo previsto en el artículo siguiente.  

( El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno percibirá las retribuciones fijadas de acuerdo 

con el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se regula el régimen retributivo de los máximos 

responsables y directivos en el sector público empresarial y otras entidades)  

4. Al menos una vez al año, la Comisión de Transparencia y Buen Gobierno convocará a los representantes de 

los organismos que, con funciones similares a las desarrolladas por ella, hayan sido creados por las 

Comunidades Autónomas en ejercicio de sus competencias. A esta reunión podrá ser convocado un 

representante de la Administración Local propuesto por la Federación Española de Municipios y Provincias. 

 

 

Artículo 37. Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 

1. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno será nombrado por un período no renovable 

de cinco años mediante Real Decreto 

 

 

76. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 200. R.P. Control del liberado condicional. 

1. Para su adecuado seguimiento y control, los liberados condicionales se adscribirán al Centro penitenciario 

o al Centro de Inserción Social más próximo al domicilio en que vayan a residir. 

2. El seguimiento y control de los liberados condicionales, hasta el cumplimiento total de la condena o, en su 

caso, hasta la revocación de la libertad condicional, se efectuará por los servicios sociales penitenciarios del 

Centro al que hayan sido adscritos, con arreglo a las directrices marcadas por la Junta de Tratamiento 

correspondiente. 

3. Con este fin, la Junta de Tratamiento, como continuación del modelo de intervención de los penados, 

elaborará un programa individualizado para el seguimiento de los liberados condicionales que se adscriban al 

Centro penitenciario, que será ejecutado por los servicios sociales del mismo. 

4. Las reglas de conducta que imponga, en su caso, el Juez de Vigilancia se incorporarán al programa a que se 

refiere el apartado anterior. 

5. Los informes que soliciten las Autoridades judiciales y los órganos responsables del seguimiento y control 

de los liberados condicionales se realizarán por los servicios sociales penitenciarios del Centro 

correspondiente. 

 

 



 

 

77. C (Penal Especial) 

 

Artículo 510. C.P. 

1. Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a doce meses: 

a) Quienes públicamente fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, 

discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón 

de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o 

creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su 

sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad. 

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, 

distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido 

sean idóneos para fomentar, promover, o incitar directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o 

violencia contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su 

pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, 

situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, 

orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad. 

c) Públicamente nieguen, trivialicen gravemente o enaltezcan los delitos de genocidio, de lesa humanidad o 

contra las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores, cuando se 

hubieran cometido contra un grupo o una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de 

su pertenencia al mismo, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o 

creencias, la situación familiar o la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, 

su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, cuando de este 

modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mismos. 

2. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a doce meses: 

a) Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante acciones que entrañen humillación, menosprecio o 

descrédito de alguno de los grupos a que se refiere el apartado anterior, o de una parte de los mismos, o de 

cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros 

referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, 

raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad 

o discapacidad, o produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el 

acceso, distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su 

contenido sean idóneos para lesionar la dignidad de las personas por representar una grave humillación, 

menosprecio o descrédito de alguno de los grupos mencionados, de una parte de ellos, o de cualquier persona 

determinada por razón de su pertenencia a los mismos. 

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de expresión pública o de difusión los delitos que 

hubieran sido cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón 

de su pertenencia a aquél por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o 

creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su 

sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, o a quienes hayan 

participado en su ejecución. 

Los hechos serán castigados con una pena de uno a cuatro años de prisión y multa de seis a doce meses cuando 

de ese modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los 

mencionados grupos. 

3. Las penas previstas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando los hechos se 

hubieran llevado a cabo a través de un medio de comunicación social, por medio de internet o mediante el 

uso de tecnologías de la información, de modo que, aquel se hiciera accesible a un elevado número de 

personas. 



 

 

4. Cuando los hechos, a la vista de sus circunstancias, resulten idóneos para alterar la paz pública o crear un 

grave sentimiento de inseguridad o temor entre los integrantes del grupo, se impondrá la pena en su mitad 

superior, que podrá elevarse hasta la superior en grado. 

5. En todos los casos, se impondrá además la pena de inhabilitación especial para profesión u oficio educativos, 

en el ámbito docente, deportivo y de tiempo libre, por un tiempo superior entre tres y diez años al de la 

duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, atendiendo 

proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que concurran 

en el delincuente. 

6. El juez o tribunal acordará la destrucción, borrado o inutilización de los libros, archivos, documentos, 

artículos y cualquier clase de soporte objeto del delito a que se refieren los apartados anteriores o por medio 

de los cuales se hubiera cometido. Cuando el delito se hubiera cometido a través de tecnologías de la 

información y la comunicación, se acordará la retirada de los contenidos. 

En los casos en los que, a través de un portal de acceso a internet o servicio de la sociedad de la información, 

se difundan exclusiva o preponderantemente los contenidos a que se refiere el apartado anterior, se ordenará 

el bloqueo del acceso o la interrupción de la prestación del mismo. 

 

Artículo 510 bis. C.P. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los 

delitos comprendidos en los dos artículos anteriores, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las 

penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

En este caso será igualmente aplicable lo dispuesto en el número 3 del artículo 510 del Código Penal. 

 

78. B (Penal General) 

 

Artículo 36 C.P. 

1. La pena de prisión permanente será revisada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 92. 

La clasificación del condenado en el tercer grado deberá ser autorizada por el tribunal previo pronóstico 

individualizado y favorable de reinserción social, oídos el Ministerio Fiscal e Instituciones Penitenciarias, y no 

podrá efectuarse: 

a) Hasta el cumplimiento de veinte años de prisión efectiva, en el caso de que el penado lo hubiera sido por 

un delito del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código. 

b) Hasta el cumplimiento de quince años de prisión efectiva, en el resto de los casos. 

En estos supuestos, el penado no podrá disfrutar de permisos de salida hasta que haya cumplido un mínimo 

de doce años de prisión, en el caso previsto en la letra a), y ocho años de prisión, en el previsto en la letra b). 

 

 

79. B (Penal general) 

 

Artículo 136 C.P. 

1. Los condenados que hayan extinguido su responsabilidad penal tienen derecho a obtener del Ministerio de 

Justicia, de oficio o a instancia de parte, la cancelación de sus antecedentes penales, cuando hayan 

transcurrido sin haber vuelto a delinquir los siguientes plazos: 

a) Seis meses para las penas leves. 

b) Dos años para las penas que no excedan de doce meses y las impuestas por delitos imprudentes. 

c) Tres años para las restantes penas menos graves inferiores a tres años. 

d) Cinco años para las restantes penas menos graves iguales o superiores a tres años. 

e) Diez años para las penas graves. 

 



 

 

80. A (Tema 20 penitenciario) 

Artículo 78 de la ley 47/2003 Anticipos de caja fija y fondos de maniobra. 

Se entienden por anticipos de caja fija las provisiones de fondos de carácter extrapresupuestario y permanente 

que se realicen a pagadurías, cajas y habilitaciones para la atención inmediata y posterior aplicación al capítulo 

de gastos corrientes en bienes y servicios del presupuesto del año en que se realicen, de gastos periódicos o 

repetitivos. 

 

81. B (39/2015, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 22 de la 39/2015 Suspensión del plazo máximo para resolver. 

1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá 

suspender en los siguientes casos: 

e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los 

interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente. 

 

82. D (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 50 R.P. Paquetes y encargos. 

1. En todos los Establecimientos existirá una dependencia para la recogida, control y registro de los paquetes 

destinados a los internos o que éstos envíen al exterior. El Consejo de Dirección acordará los días y horas de 

recepción y recogida de paquetes, tanto de entrada como de salida. 

 

 

83. D (Tema 9 penal) 

 

Es más completa y exacta la respuesta D que la A 

 

 

Artículo 508.1 Lecrim 

1. El juez o tribunal podrá acordar que la medida de prisión provisional del investigado o encausado se 

verifique en su domicilio, con las medidas de vigilancia que resulten necesarias, cuando por razón de 

enfermedad el internamiento entrañe grave peligro para su salud. El juez o tribunal podrá autorizar que el 

investigado o encausado salga de su domicilio durante las horas necesarias para el tratamiento de su 

enfermedad, siempre con la vigilancia precisa. 

 

84. C (39/2015, tema 14,15 y 16) 

 

Se responde más fácil por eliminación del resto que por memoria literal 

 

Artículo 36. Forma. 

1. Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su 

naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia. 

2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia 

escrita del acto, cuando sea necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario 

que la reciba oralmente, expresando en la comunicación del mismo la autoridad de la que procede. Si se 

tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de las que haya dictado de 

forma verbal, con expresión de su contenido. 

 

 



 

 

85. A (Penal Especial) 

 

Artículo 496 C.P. 

El que injuriare gravemente a las Cortes Generales o a una Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma, 

hallándose en sesión, o a alguna de sus Comisiones en los actos públicos en que las representen, será castigado 

con la pena de multa de doce a dieciocho meses. 

El imputado de las injurias descritas en el párrafo anterior quedará exento de pena si se dan las 

circunstancias previstas en el artículo 210. 

 

86. B (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 65 R.P. Medidas de seguridad interior. 

1. Las actuaciones encaminadas a garantizar la seguridad interior de los establecimientos consistirán en la 

observación de los internos, los recuentos de población reclusa, los registros, los cacheos, las requisas, los 

controles, los cambios de celda, la asignación adecuada de destinos y las actividades y cautelas propias de las 

salidas tanto fuera de los módulos como fuera del establecimiento. 

2. La intensidad de las medidas señaladas en el apartado anterior se ajustará a la potencial peligrosidad de los 

internos a que se apliquen, particularmente en los supuestos de internos pertenecientes a grupos terroristas, 

de delincuencia organizada o de peligrosidad extrema, respetándose, en todo caso, los principios a que se 

refiere el artículo 71. 

3. Al fin señalado en el apartado anterior, la Administración penitenciaria podrá constituir grupos 

especializados de funcionarios. 

 

87. B (Tema 1 organización) 

 

Artículo 101 Constitución 

1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza 

parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente. 

 

 

88. A (Conducta Humana) 

 

La electromiografía (EMG) es una prueba que permite medir la respuesta muscular o la actividad eléctrica 

en respuesta a la estimulación nerviosa de un músculo. Se utiliza para ayudar a detectar problemas 

musculares y nerviosos. 

 

89. B (Penal Especial) 

 

Artículo 507 C.P. 

El Juez o Magistrado que se arrogare atribuciones administrativas de las que careciere, o impidiere su legítimo 

ejercicio por quien las ostentare, será castigado con la pena de prisión de seis meses a un año, multa de tres 

a seis meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años. 

 

90. A (Penal Especial) 

 

Artículo 155 C.P. 

En los delitos de lesiones, si ha mediado el consentimiento válida, libre, espontánea y expresamente emitido 

del ofendido, se impondrá la pena inferior en uno o dos grados. 

 



 

 

91. B (Tema 17 organización) 

 

Artículo 47 ley 47/2003 de 26 de noviembre Compromisos de gasto de carácter plurianual. 

1. Podrán adquirirse compromisos de gastos que hayan de extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que 

se autoricen, siempre que su ejecución se inicie en el propio ejercicio y que no superen los límites y anualidades 

fijados en el número siguiente. 

2. El número de ejercicios a que pueden aplicarse los gastos no será superior a cuatro. 

 

 

92. B (Tema 5 organización) 

 

El presidente del Consejo Europeo  

Convoca y preside el Consejo su presidente, elegido por el propio Consejo Europeo por un período de dos años 

y medio renovable una vez. El presidente representa a la UE ante el resto del mundo. 

 

 

93. B (Fuera de temario) 

 

Artículo 2 Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio 

Ámbito de aplicación. 

1. El presente Real Decreto será de aplicación a: 

a) El personal, civil y militar, que presta servicios en la Administración General del Estado y los Organismos 

públicos vinculados o dependientes de ella. 

b) El personal al servicio de la Seguridad Social. 

c) El personal al servicio de los Organismos públicos previstos en las disposiciones adicionales novena y décima 

de la Ley 6/1997, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 

d) Los miembros de las Carreras Judicial y Fiscal y el personal al servicio de la Administración de Justicia, tal y 

como prevé su legislación específica. 

e) El personal al servicio de las Corporaciones locales, tal y como prevé su legislación específica. 

f) El personal al servicio de la Universidad Nacional de Educación a Distancia. 

2. En el ámbito de aplicación del presente Real Decreto se entiende incluido el personal determinado en el 

apartado anterior con prestación de servicios de carácter permanente, interino, temporal o en prácticas, 

excepto el de carácter laboral al que se aplicará, en su caso, lo previsto en el respectivo convenio colectivo o 

normativa específica, así como el personal no vinculado jurídicamente con la Administración cuando preste a 

ésta servicios que puedan dar origen a las indemnizaciones o compensaciones que en él se regulan. 

 

94. C (Penal Especial) 

 

Artículo 239 C.P. 

Se considerarán llaves falsas: 

1. Las ganzúas u otros instrumentos análogos. 

2. Las llaves legítimas perdidas por el propietario u obtenidas por un medio que constituya infracción penal. 

3. Cualesquiera otras que no sean las destinadas por el propietario para abrir la cerradura violentada por el 

reo. 

A los efectos del presente artículo, se consideran llaves las tarjetas, magnéticas o perforadas, los mandos o 

instrumentos de apertura a distancia y cualquier otro instrumento tecnológico de eficacia similar. 

 

 

 

http://www.consilium.europa.eu/es/european-council/president/


 

 

95. D (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 199 R.P. Excarcelación. 

1. Recibida en el Establecimiento la resolución judicial de poner en libertad condicional a un penado, el 

Director la cumplimentará seguidamente remitiendo copia al Centro Directivo y dando cuenta a la Junta de 

Tratamiento en la primera sesión que se celebre. 

2. El Director del Establecimiento expedirá al liberado condicional certificado acreditativo de su situación. 

3. Si el auto de libertad condicional se recibiera antes de la fecha de cumplimiento prevista, no se procederá 

a ejecutar la libertad hasta el mismo día de cumplimiento. 

4. Si en el tiempo que medie entre la elevación y la fecha de cumplimiento el penado observase mala conducta, 

se modificase su pronóstico o se descubriera algún error o inexactitud en los informes aportados al expediente, 

el Director dará cuenta inmediata al Juez de Vigilancia a fin de que éste adopte la resolución que proceda. 

 

96. A (Tema 17 organización) 

 

Artículo 61 ley 47/2003 

Corresponde al Gobierno, a propuesta del Ministro de Hacienda y a iniciativa de los ministros afectados: 

a) Autorizar las transferencias entre distintas secciones presupuestarias como consecuencia de 

reorganizaciones administrativas. 

b) Autorizar, respecto del presupuesto de los organismos autónomos, las modificaciones previstas en el 

párrafo c) del apartado 3 del artículo 56 de esta ley. 

c) Autorizar, respecto del presupuesto de la Seguridad Social, las modificaciones reservadas al Gobierno en el 

apartado 2 del artículo 57 de esta ley. 

d) Autorizar los créditos extraordinarios y suplementarios a los que se refiere el apartado 3 del artículo 55. 

 

97. D (Conducta Humana) 

 

Muy sencillo viendo y entendiendo el famoso cuadro explicativo del tema 1 de conducta humana 

 

98. B (Penal General) 

 

Artículo 98 C.P. 

1. A los efectos del artículo anterior, cuando se trate de una medida de seguridad privativa de libertad o de 

una medida de libertad vigilada que deba ejecutarse después del cumplimiento de una pena privativa de 

libertad, el Juez de Vigilancia Penitenciaria estará obligado a elevar al menos anualmente, una propuesta de 

mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la misma. Para formular dicha propuesta el Juez de 

Vigilancia Penitenciaria deberá valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales que asistan 

al sometido a medida de seguridad o por las Administraciones Públicas competentes y, en su caso, el resultado 

de las demás actuaciones que a este fin ordene. 

2. Cuando se trate de cualquier otra medida no privativa de libertad, el Juez o Tribunal sentenciador recabará 

directamente de las Administraciones, facultativos y profesionales a que se refiere el apartado anterior, los 

oportunos informes acerca de la situación y la evolución del condenado, su grado de rehabilitación y el 

pronóstico de reincidencia o reiteración delictiva. 

3. En todo caso, el Juez o Tribunal sentenciador resolverá motivadamente a la vista de la propuesta o los 

informes a los que respectivamente se refieren los dos apartados anteriores, oída la propia persona sometida 

a la medida, así como el Ministerio Fiscal y las demás partes. Se oirá asimismo a las víctimas del delito que no 

estuvieren personadas cuando así lo hubieran solicitado al inicio o en cualquier momento de la ejecución de 

la sentencia y permanezcan localizables a tal efecto. 

 



 

 

 

99. C (Reglamento Penitenciario) 

Artículo 36.3 del R.P. 

Excepcionalmente y sólo en casos de urgencia o necesidad perentoria, podrá disponerse el traslado de 

internos a cargo de los funcionarios de instituciones penitenciarias que el Director del establecimiento designe 

entre los que se hallen de servicio 

 

100. B (Penal General) 

 

Artículo 9 C.P. 

Las disposiciones de este Título se aplicarán a los delitos que se hallen penados por leyes especiales. Las 

restantes disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en lo no previsto expresamente por 

aquéllas. 

 

 

101. B (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 216. Comunicaciones con familiares. 

1. Cuando un interno se encuentre enfermo grave, se pondrá en conocimiento inmediatamente de sus 

familiares o allegados y, para las visitas, si aquél no pudiese desplazarse a los locutorios, se autorizará a que 

uno o dos familiares o allegados puedan comunicar con él en la enfermería del Centro. Cuando razones de 

seguridad lo aconsejen, la visita podrá estar sometida a vigilancia. El régimen de las citadas visitas será 

acordado por el Director a propuesta del médico responsable. 

 

 

102. B (Penal General) 

 

Artículo 78 C.P. 

1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cumplir resultase 

inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los 

beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para 

la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias. 

 

 

103. C (Tema 1 penitenciario) 

 

Guauuuuuu no se puede decir otra cosa 

 

 

104. D (Tema 10 penal) 

 

Artículo 790.2 Lecrim 

El escrito de formalización del recurso se presentará ante el órgano que dictó la resolución que se impugne 

 

105. B (LOGP) 

 

Artículo 29.2 LOGP 

Los sometidos a prisión preventiva podrán trabajar conforme a sus aptitudes e inclinaciones 

 



 

 

106. A (Tema 6 organización) 

 

 

Artículos 6 y 7 del Real Decreto 734/2020 de 4 de agosto 

2. La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias se estructura en la Dirección General de Ejecución 

Penal y Reinserción Social y en los siguientes órganos directivos con nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Subdirección General de Relaciones Institucionales y Coordinación Territorial. 

b) La Subdirección General de Recursos Humanos. 

c) Subdirección General de Planificación y Gestión Económica. 

d) La Subdirección General de Análisis e Inspección. 

 

2. La Dirección General de Ejecución Penal y Reinserción Social está integrada por los siguientes órganos 

directivos con nivel orgánico de subdirección general: 

a) La Subdirección General de Medio Abierto y de Penas y Medidas Alternativas. 

b) La Subdirección General de Sanidad Penitenciaria. 

 

107. A (39/2015, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 122.3 de la ley 39/2015 Plazos. 

Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso 

extraordinario de revisión, en los casos establecidos en el artículo 125.1. 

 

 

108. C (Tema 1 organización) 

 

Artículo 157 Constitución  

1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: 

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras 

participaciones en los ingresos del Estado. 

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. 

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los 

Presupuestos Generales del Estado. 

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. 

e) El producto de las operaciones de crédito. 

 

 

109. D (Tema 11 organización) 

 

Artículo 16 del R.D. 782/2001 de 6 de julio Pago de las retribuciones. 

1. El Organismo Autónomo Trabajo y Prestaciones Penitenciarias u órgano autonómico equivalente efectuará 

el pago de las retribuciones mediante su ingreso mensual en la cuenta de peculio del interno. 

 

 

110. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 225.2 del R.P. Desinfección de instalaciones penitenciarias. 

2. Como regla general, por razones higiénicas no se autorizará la presencia de animales en los Establecimientos 

penitenciarios y, en ningún caso, en las celdas. 

 



 

 

111. A (Penal General) 

 

Artículo 3.2 del C.P. 

2. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la Ley y 

reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su texto. La 

ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo el control de los Jueces y Tribunales 

competentes. 

 

 

112. C (R.P) 

 

Artículo 246.3 del R.P 

El Instructor del expediente no podrá participar en las deliberaciones de la Comisión Disciplinaria ni podrá 

tomar parte en las votaciones sobre los expedientes que haya instruido. También quedan excluidos de éstas 

aquellos miembros del citado órgano que, en su caso, hubieran tenido participación en los hechos o hubieran 

practicado actuaciones determinantes para la iniciación del expediente disciplinario. 

 

 

113. D (40/2015, tema 14,15 y 16 organización) 

 

Artículo 17.4 y 5 de la 40/2015 

No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún asunto que no figure incluido en el orden del día, salvo 

que asistan todos los miembros del órgano colegiado y sea declarada la urgencia del asunto por el voto 

favorable de la mayoría. 

Los acuerdos serán adoptados por mayoría de votos. Cuando se asista a distancia, los acuerdos se entenderán 

adoptados en el lugar donde tenga la sede el órgano colegiado y, en su defecto, donde esté ubicada la 

presidencia. 

 

 

114. A (Tema 11 penitenciario) 

 

Artículo 18 del R.D. 782/2001 Permisos e interrupciones. 

El trabajador, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo durante cualquier clase de permiso o 

salida autorizada. Las ausencias del trabajo no serán retribuidas. 

 

 

115. A (Tema 12 organización) 

 

Artículo 3 de la ley 39/2006, de 14 de diciembre Principios de la Ley. 

Esta Ley se inspira en los siguientes principios: 

a) El carácter público de las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia. 

b) La universalidad en el acceso de todas las personas en situación de dependencia, en condiciones de igualdad 

efectiva y no discriminación, en los términos establecidos en esta Ley. 

c) La atención a las personas en situación de dependencia de forma integral e integrada. 

d) La transversalidad de las políticas de atención a las personas en situación de dependencia. 

e) La valoración de las necesidades de las personas, atendiendo a criterios de equidad para garantizar la 

igualdad real. 



 

 

f) La personalización de la atención, teniendo en cuenta de manera especial la situación de quienes requieren 

de mayor acción positiva como consecuencia de tener mayor grado de discriminación o menor igualdad de 

oportunidades. 

g) El establecimiento de las medidas adecuadas de prevención, rehabilitación, estímulo social y mental. 

h) La promoción de las condiciones precisas para que las personas en situación de dependencia puedan llevar 

una vida con el mayor grado de autonomía posible. 

i) La permanencia de las personas en situación de dependencia, siempre que sea posible, en el entorno en el 

que desarrollan su vida. 

j) La calidad, sostenibilidad y accesibilidad de los servicios de atención a las personas en situación de 

dependencia. 

k) La participación de las personas en situación de dependencia y, en su caso, de sus familias y entidades que 

les representen en los términos previstos en esta Ley. 

l) La colaboración de los servicios sociales y sanitarios en la prestación de los servicios a los usuarios del Sistema 

para la Autonomía y Atención a la Dependencia que se establecen en la presente Ley y en las correspondientes 

normas de las Comunidades Autónomas y las aplicables a las Entidades Locales. 

m) La participación de la iniciativa privada en los servicios y prestaciones de promoción de la autonomía 

personal y atención a la situación de dependencia. 

n) La participación del tercer sector en los servicios y prestaciones de promoción de la autonomía personal y 

atención a la situación de dependencia. 

ñ) La cooperación interadministrativa. 

o) La integración de las prestaciones establecidas en esta Ley en las redes de servicios sociales de las 

Comunidades Autónomas, en el ámbito de las competencias que tienen asumidas, y el reconocimiento y 

garantía de su oferta mediante centros y servicios públicos o privados concertados. 

p) La inclusión de la perspectiva de género, teniendo en cuenta las distintas necesidades de mujeres y 

hombres. 

q) Las personas en situación de gran dependencia serán atendidas de manera preferente. 

 

116. B (Tema 7 organización) 

 

Cuerpos de Instituciones Penitenciarias: 

- Cuerpo Superior de Técnicos de Instituciones Penitenciarias ( no es cuerpo de técnicos sino superior de 

técnicos) 

- Cuerpo Facultativo de Sanidad Penitenciaria 

- Cuerpo de Enfermeros de Instituciones Penitenciarias 

- Cuerpo de Ayudantes de Instituciones Penitenciarias 

- Cuerpo especial de Instituciones Penitenciarias 

 

117. A (Tema 10 organización) 

Artículo 116.4 ley 9/2017 

En el expediente se justificará adecuadamente: 

a) La elección del procedimiento de licitación. 

b) La clasificación que se exija a los participantes. 

c) Los criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y financiera, y los criterios que se tendrán en 

consideración para adjudicar el contrato, así como las condiciones especiales de ejecución del mismo. 



 

 

d) El valor estimado del contrato con una indicación de todos los conceptos que lo integran, incluyendo 

siempre los costes laborales si existiesen. 

e) La necesidad de la Administración a la que se pretende dar satisfacción mediante la contratación de las 

prestaciones correspondientes; y su relación con el objeto del contrato, que deberá ser directa, clara y 

proporcional. 

f) En los contratos de servicios, el informe de insuficiencia de medios. 

g) La decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato, en su caso. 

 

118. A (R.P.) 

Artículo 219.4 del R.P. 

Cuando el liberado definitivo sea un enfermo mental, se comunicará al Ministerio Fiscal a los efectos 

procedentes. 

119. A (Tema 5 organización) 

Artículo 19 del tratado de la unión europea 

El Tribunal de Justicia de la Unión Europea comprenderá el Tribunal de Justicia, el Tribunal General y los 

tribunales especializados. Garantizará el respeto del Derecho en la interpretación y aplicación de los Tratados. 

Los Estados miembros establecerán las vías de recurso necesarias para garantizar la tutela judicial efectiva en 

los ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión. 2. El Tribunal de Justicia estará compuesto por un juez por 

Estado miembro. Estará asistido por abogados generales. 

120. A (Penal General) 

Artículo 92 del C.P. 

1. El tribunal acordará la suspensión de la ejecución de la pena de prisión permanente revisable cuando se 

cumplan los siguientes requisitos: 

a) Que el penado haya cumplido veinticinco años de su condena, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78 

bis para los casos regulados en el mismo. 

b) Que se encuentre clasificado en tercer grado. 

c) Que el tribunal, a la vista de la personalidad del penado, sus antecedentes, las circunstancias del delito 

cometido, la relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse afectados por una reiteración en el delito, su 

conducta durante el cumplimiento de la pena, sus circunstancias familiares y sociales, y los efectos que quepa 

esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que fueren impuestas, 

pueda fundar, previa valoración de los informes de evolución remitidos por el centro penitenciario y por 

aquellos especialistas que el propio tribunal determine, la existencia de un pronóstico favorable de reinserción 

social. 

En el caso de que el penado lo hubiera sido por varios delitos, el examen de los requisitos a que se refiere la 

letra c) se realizará valorando en su conjunto todos los delitos cometidos. 

El tribunal resolverá sobre la suspensión de la pena de prisión permanente revisable tras un procedimiento 

oral contradictorio en el que intervendrán el Ministerio Fiscal y el penado, asistido por su abogado. 

 



 

 

121. C (Penal Especial) 

Se contesta mejor por eliminación que por literalidad 

Artículo 143 C.P 

1. El que induzca al suicidio de otro será castigado con la pena de prisión de cuatro a ocho años. 

2. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años al que coopere con actos necesarios al suicidio de una 

persona. 

3. Será castigado con la pena de prisión de seis a diez años si la cooperación llegara hasta el punto de ejecutar 

la muerte. 

4. El que causare o cooperare activamente con actos necesarios y directos a la muerte de una persona que 

sufriera un padecimiento grave, crónico e imposibilitante o una enfermedad grave e incurable, con 

sufrimientos físicos o psíquicos constantes e insoportables, por la petición expresa, seria e inequívoca de esta, 

será castigado con la pena inferior en uno o dos grados a las señaladas en los apartados 2 y 3. 

5. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirá en responsabilidad penal quien causare o 

cooperare activamente a la muerte de otra persona cumpliendo lo establecido en la ley orgánica reguladora 

de la eutanasia. 

122. B (Penal General) 

Artículo 33.2 y 7 del C.P. 

2.Son penas graves: 

a) La prisión permanente revisable. 

b) La prisión superior a cinco años. 

c) La inhabilitación absoluta. 

d) Las inhabilitaciones especiales por tiempo superior a cinco años. 

e) La suspensión de empleo o cargo público por tiempo superior a cinco años. 

f) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores por tiempo superior a ocho años. 

g) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas por tiempo superior a ocho años. 

h) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, por tiempo superior a cinco 

años. 

i) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el 

juez o tribunal, por tiempo superior a cinco años. 

j) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine 

el juez o tribunal, por tiempo superior a cinco años. 

k) La privación de la patria potestad. 

7. Las penas aplicables a las personas jurídicas, que tienen todas la consideración de graves, son las 

siguientes: 

a) Multa por cuotas o proporcional. 

 



 

 

123. D (Tema 7 organización) 

Artículo 3.2 del IV Convenio Colectivo Único 

La vigencia del Convenio se extiende hasta el 31 de diciembre de 2021, pudiendo ser denunciado por 

cualquiera de las partes, dentro de los dos meses inmediatos anteriores a la terminación de su vigencia. En el 

plazo de un mes a partir de la recepción de la comunicación se constituirá la correspondiente Comisión 

Negociadora. 

 

124. B (Tema 1 penitenciario) 

Artículo 54.3 ley 23/2014 de 20 de noviembre 

Si no media consentimiento, el plazo máximo para adoptar una resolución firme será de sesenta días desde 

que se produjera la detención. 

 

125. B (LOGP) 

Artículo 66.bis LOGP 

La Administración penitenciaria elaborará programas específicos para las personas internas que hayan sido 

condenadas por delitos relacionados con la violencia contra la infancia y adolescencia, al objeto de desarrollar 

en ellos una actitud de respeto hacia los derechos de niños, niñas y adolescentes, en los términos que se 

determinen reglamentariamente. 

2. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión de permisos y concesión de 

la libertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos programas específicos por parte de las 

personas internas a que se refiere el apartado anterior. 

126. C (Reglamento Penitenciario) 

Artículo 114 R.P. Salidas programadas. 

1. Para la realización de actividades específicas de tratamiento podrán organizarse salidas programadas 

destinadas a aquellos internos que ofrezcan garantías de hacer un uso correcto y adecuado de las mismas. 2. 

En todo caso, los internos serán acompañados por personal del Centro penitenciario o de otras instituciones 

o por voluntarios que habitualmente realicen actividades relacionadas con el tratamiento penitenciario de los 

reclusos. 

3. Los requisitos necesarios para la concesión de salidas programadas serán los establecidos para los permisos 

ordinarios de salida en el artículo 154 de este Reglamento. 

4. Las salidas programadas serán propuestas por la Junta de Tratamiento, que solicitará la aprobación del 

Centro Directivo y la posterior autorización del Juez de Vigilancia en aquellos supuestos en que la salida, por 

su duración y por el grado de clasificación del interno, sea competencia de este órgano judicial. 

5. Como regla general, la duración de las salidas programadas no será superior a dos días y, en ningún caso, se 

computarán dentro de los límites establecidos para los permisos ordinarios en el artículo 154. 

6. En las salidas programadas se adoptarán en cada caso las medidas oportunas referentes a la forma y medio 

de traslado, así como las medidas de seguridad correspondientes. 

 



 

 

127. B (Tema 1 organización) 

Entiendo que el deber de actuar conforme a la ley se ajusta perfectamente al principio de legalidad, pero de 

todos modos también el actuar con objetividad a los intereses generales se puede entender en sentido 

contrario como que no se está beneficiando/perjudicando a unos respecto a otros por razones subjetivas, lo 

que constituye el principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos 

 

128. C (Reglamento Penitenciario) 

Artículo 266.1 R.P. 

La eficacia de los acuerdos de los órganos colegiados del Establecimiento, con la excepción de los adoptados 

por la Comisión Disciplinaria, quedará demorada hasta que se produzca la aprobación por el Director del 

Centro. En el caso de que su valoración fuera negativa por estimar que los acuerdos adoptados perjudican 

gravemente el régimen del Centro o conculcan la legislación, el Reglamento Penitenciario o las circulares, 

instrucciones u órdenes de servicio dictadas por los órganos directivos de la Administración Penitenciaria 

correspondiente, continuarán sin producir efectos hasta la aprobación superior, en su caso, del Centro 

Directivo. 

129. A (Trebep, tema 8 y 9 organización) 

Artículo 33.1 Trebep Negociación colectiva. 

La negociación colectiva de condiciones de trabajo de los funcionarios públicos que estará sujeta a los 

principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad y 

transparencia 

130. D (Reglamento Penitenciario) 

Artículo 269 del R.P Sustituciones. 

1. Conforme a lo establecido en el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, en caso de vacante, ausencia o 

enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa justificada, el régimen de sustituciones del 

Presidente, del Secretario y de los miembros de los órganos colegiados de los Centros penitenciarios se regirá 

por las siguientes reglas: 

1.ª El Presidente será sustituido por el miembro del órgano colegiado de mayor jerarquía, antigüedad y edad, 

por este orden, de entre sus componentes, sin perjuicio de lo establecido en el apartado siguiente y de lo 

dispuesto para la Junta Económico-Administrativa en el artículo 278.3. 

2.ª La sustitución del Secretario se realizará por designación del Presidente entre los funcionarios destinados 

en el Establecimiento. 

2. Cuando concurran en alguno de los órganos colegiados establecidos en este Capítulo los titulares de los 

órganos directivos de la Administración Penitenciaria o un funcionario designado al efecto por la Secretaría de 

Estado de Asuntos Penitenciarios, asumirán la presidencia del mismo. 

 

131. B (Tema 3 organización) 

Artículo 1.3 de la ley 50/1997 de 27 de noviembre 

Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno. 

 



 

 

132. B (Tema 2 penitenciario) 

A. Directas 

- La Constitución Española de 1978, especialmente el artículo 17, que regula en cuatro apartados el derecho a 

la libertad y seguridad, y el artículo 25.2, que establece: 

"LAS PENAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD Y LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD ESTARÁN ORIENTADAS HACIA LA 

REEDUCACIÓN Y REINSERCIÓN SOCIAL Y NO PODRÁN CONSISTIR EN TRABAJOS FORZADOS. EL CONDENADO A 

PENA DE PRISIÓN QUE ESTUVIERE CUMPLIENDO LA MISMA GOZARÁ DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE 

ESTE CAPÍTULO, A EXCEPCIÓN DE LOS QUE SE VEAN EXPRESAMENTE LIMITADOS POR EL CONTENIDO DEL 

FALLO CONDENATORIO, EL SENTIDO DE LA PENA Y LA LEY PENITENCIARIA. EN TODO CASO, TENDRÁ DERECHO 

A UN TRABAJO REMUNERADO Y A LOS BENEFICIOS CORRESPONDIENTES DE LA SEGURIDAD SOCIAL, ASÍ COMO 

AL ACCESO A LA CULTURA Y AL DESARROLLO INTEGRAL DE SU PERSONALIDAD". 

- La ejecución de las penas y medidas privativas de libertad está regulada, fundamentalmente, por la Ley 

Orgánica General Penitenciaria (en adelante, LOGP) y por el Reglamento Penitenciario (en adelante R.P.) que 

la desarrolla. El carácter de "Orgánica" viene a significar que sus disposiciones regulan y desarrollan derechos 

fundamentales y libertades públicas, y que para su aprobación, modificación o derogación, se exige una 

mayoría absoluta parlamentaria, según dispone el art. 81.2 de la Constitución Española. 

- El Código Penal de 23 de noviembre de 1995, contiene diversos artículos referentes a la ejecución penal:  

El artículo 3.2 ("Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita por la 

Ley y reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o accidentes que los expresados en su texto. 

La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se realizará bajo control de los jueces y tribunales 

competentes") 

El artículo 36 ("La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses y máxima de veinte años, salvo 

lo que excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código. Su cumplimiento, así como los 

beneficios penitenciarios que supongan acortamiento de la condena, se ajustarán a lo dispuesto en las leyes y 

en este Código") 

El artículo 37 (que establece las circunstancias de ejecución de la pena de localización permanente) 

el artículo 19 (que regula la responsabilidad penal del mayor de dieciocho años y menor de veintiuno) 

y los artículos que desarrollan la institución de la libertad condicional). 

- La Ley de Enjuiciamiento Criminal es otra de las fuentes directas del Derecho Penitenciario 

concretamente, los artículos 520 y siguientes legislan sobre el tratamiento de los detenidos y presos señalando 

criterios de clasificación, comunicaciones y visitas de sus familiares y abogado, correspondencia y visitas 

judiciales, y el artículo 990, que dice textualmente: "Las penas se ejecutarán en la forma y tiempo prescritos 

en el Código Penal y en los reglamentos". 

- Las Circulares e Instrucciones de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, dictadas con el fin de 

dirigir las actividades de los órganos jerárquicamente dependientes, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 

14 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

- Las Resoluciones y Sentencias de los Jueces y Tribunales, por determinar los límites de la ejecución de las 

penas y medidas de seguridad.  

- Por último, la costumbre y los principios generales del Derecho. 

 



 

 

133. D (Conducta Humana) 

HABILIDADES SOCIALES “Un conjunto de cogniciones, emociones y conductas que permiten relacionarse y 

convivir con otras personas de forma satisfactoria y eficaz". (Monjas et al., 2007, p. 39) 

 

134. D (Penal General) 

 

Artículo 14 C.P. 

1. El error invencible sobre un hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad criminal. Si 

el error, atendidas las circunstancias del hecho y las personales del autor, fuera vencible, la infracción será 

castigada, en su caso, como imprudente. 

2. El error sobre un hecho que cualifique la infracción o sobre una circunstancia agravante, impedirá su 

apreciación. 

3. El error invencible sobre la ilicitud del hecho constitutivo de la infracción penal excluye la responsabilidad 

criminal. Si el error fuera vencible, se aplicará la pena inferior en uno o dos grados. 

 

135. C (Tema 7 organización) 

 

Artículo 6.6 del R.D. 734/2020 de 4 de agosto 

6. Corresponde a la Subdirección General de Análisis e Inspección el desarrollo de las siguientes funciones: 

a) El seguimiento y evaluación de los resultados de las actividades penitenciarias que conlleva la ejecución 

penal 

b) La función inspectora sobre los servicios, organismos y centros de la Administración Penitenciaria, 

especialmente en lo que se refiere al personal, procedimientos, instalaciones y dotaciones 

c) La tramitación de las informaciones reservadas y de los expedientes disciplinarios incoados a los 

funcionarios y personal laboral destinados en todas sus Unidades. 

d) La tramitación de los expedientes de responsabilidad patrimonial que afecten a la Administración 

Penitenciaria. 

e) La atención y resolución de las quejas y reclamaciones de los internos relativos al funcionamiento y 

actuación de los servicios penitenciarios. 

 

136. C (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 44 del R.P. Suspensión de comunicaciones orales. 

1. El Jefe de Servicios podrá ordenar la suspensión de las comunicaciones orales, por propia iniciativa o a 

propuesta del funcionario encargado del servicio, en los siguientes casos: 

a) Cuando existan razones fundadas para creer que los comunicantes puedan estar preparando alguna 

actuación delictiva o que atente contra la convivencia o la seguridad del establecimiento, o que estén 

propagando noticias falsas que perjudiquen o puedan perjudicar gravemente a la seguridad o al buen orden 

del establecimiento. 

b) Cuando los comunicantes no observen un comportamiento correcto. 

2. El Jefe de Servicios dará cuenta inmediata de la suspensión al Director del centro y éste, a su vez, si ratifica 

la medida en resolución motivada, deberá dar cuenta al Juez de Vigilancia en el mismo día o al día siguiente. 

 

137. D (Tema 10 penal) 

 

Artículo 957 de la LECRIM 

Los autos en los que se acuerde la autorización o denegación a efectos de la interposición no son susceptibles 

de recurso alguno. Autorizado el recurso, el promovente dispondrá de quince días para su interposición. 



 

 

 

138. D (Tema 14 penitenciario) 

 

Artículo 15.2 del R.D. 840/2011 de 17 de junio 

En el caso de que las circunstancias del condenado hagan necesario modificar alguna de las obligaciones 

inicialmente impuestas, se realizará la propuesta en el plan de intervención y se estará a la espera de lo que 

resuelva el órgano jurisdiccional competente para la ejecución. 

 

139. D (Penal Especial) 

 

Artículo 177 C.P. 

Si en los delitos descritos en los artículos precedentes, además del atentado a la integridad moral, se produjere 

lesión o daño a la vida, integridad física, salud, libertad sexual o bienes de la víctima o de un tercero, se 

castigarán los hechos separadamente con la pena que les corresponda por los delitos cometidos, excepto 

cuando aquél ya se halle especialmente castigado por la ley. 

 

140. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Disposición transitoria tercera del Reglamento Penitenciario Servicios, unidades y puestos de trabajo de los 

centros penitenciarios. 

El contenido de los artículos 277 a 324; 328 a 332 y 334 a 343 del Reglamento Penitenciario aprobado por Real 

Decreto 1201/1981, de 8 de mayo, se mantendrá vigente, con rango de resolución del centro directivo de la 

Administración penitenciaria correspondiente, en lo que no se oponga a lo establecido en el Reglamento 

Penitenciario que se aprueba por este Real Decreto, hasta que por el centro directivo correspondiente se dicte 

la resolución que establezca la nueva regulación de la organización de los servicios y unidades de los centros 

penitenciarios, así como las funciones de cada uno de los puestos de trabajo de los mismos. 

 

141. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 46.1.4º 

4.ª La correspondencia que reciban los internos, después de ser registrada en el libro correspondiente, será 

entregada a los destinatarios por el funcionario encargado de este servicio o por el de la dependencia donde 

se encuentre el interno, previa apertura por el funcionario en presencia del destinatario a fin de comprobar 

que no contiene objetos prohibidos. 

 

142. A (Penal Especial) 

 

Artículo 390 del C.P. 

1. Será castigado con las penas de prisión de tres a seis años, multa de seis a veinticuatro meses e inhabilitación 

especial por tiempo de dos a seis años, la autoridad o funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, 

cometa falsedad: 

1.º Alterando un documento en alguno de sus elementos o requisitos de carácter esencial. 

2.º Simulando un documento en todo o en parte, de manera que induzca a error sobre su autenticidad. 

3.º Suponiendo en un acto la intervención de personas que no la han tenido, o atribuyendo a las que han 

intervenido en él declaraciones o manifestaciones diferentes de las que hubieran hecho. 

4.º Faltando a la verdad en la narración de los hechos. 

 

 

 



 

 

143. D (Tema 9 penal) 

 

Se contesta por eliminación ya que frente a resoluciones de órganos de la AN, como son Juzgados Centrales 

de los Contencioso Administrativo, no puede conocer el TSJ ( descartando así las respuestas A y C ) y la 

respuesta B daría lugar, por vulneración de derechos fundamentales, a un recurso ante el T Constitucional o T 

Supremo pero no ante el TSJ. 

 

Y literalmente el artículo 10.1.e de la ley 29/1998 de 13 de julio dispone que las Salas de lo Contencioso-

Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán en única instancia de los recursos que se 

deduzcan en relación con:  

e) Las resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Central en materia de tributos cedidos.  

Destacando que la resolución de un recurso de alzada agota la vía administrativa y ya solo queda irnos a la 

contencioso-administrativa en este caso 

 

El TEAC tiene atribuida la competencia para resolver: 

1. En única instancia: 

1. Las reclamaciones económico-administrativas que se interpongan contra los actos administrativos 

dictados por los órganos centrales del Ministerio de Hacienda u otros Departamentos Ministeriales, de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria y de las entidades de derecho público vinculadas o 

dependientes de la Administración General del Estado, así como contra los actos dictados por los órganos 

superiores de la Administración de las Comunidades Autónomas. 

2. Las reclamaciones en las que deba oírse o se haya oído como trámite previo al Consejo de Estado. 

3. Las reclamaciones económico-administrativas que se interpongan contra los actos administrativos 

dictados por los órganos periféricos de la Administración General del Estado, de la Agencia Estatal de 

Administración Tributaria y de las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de la 

Administración General del Estado, o por los órganos de las Comunidades Autónomas que no sean 

superiores, así como contra las actuaciones de los particulares susceptibles de reclamación, cuando, aún 

pudiendo presentarse la reclamación en primera instancia ante el Tribunal Económico-Administrativo 

Regional o Local correspondiente, la reclamación se interponga directamente ante el Tribunal Económico-

Administrativo Central. 

2. En segunda instancia: Los recursos de alzada ordinarios que se interpongan contra las resoluciones 

dictadas en primera instancia por los Tribunales Económico-Administrativos Regionales y Locales. 

 

 

144. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 319.3 del R.P. 

Por el centro directivo se establecerán las normas reguladoras de la información contable del fondo de peculio 

a suministrar por los Establecimientos penitenciarios y su periodicidad, así como de la contabilidad que deban 

rendir las entidades financieras colaboradoras. 

 

 

145. A (Tema 12 organización) 

 

Artículo 14. Criterios generales de actuación de los Poderes Públicos. 

A los fines de esta Ley, serán criterios generales de actuación de los Poderes Públicos: 

1. El compromiso con la efectividad del derecho constitucional de igualdad entre mujeres y hombres. 

2. La integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas 

económica, laboral, social, cultural y artística, con el fin de evitar la segregación laboral y eliminar las 



 

 

diferencias retributivas, así como potenciar el crecimiento del empresariado femenino en todos los ámbitos 

que abarque el conjunto de políticas y el valor del trabajo de las mujeres, incluido el doméstico. 

3. La colaboración y cooperación entre las distintas Administraciones públicas en la aplicación del principio de 

igualdad de trato y de oportunidades. 

4. La participación equilibrada de mujeres y hombres en las candidaturas electorales y en la toma de 

decisiones. 

5. La adopción de las medidas necesarias para la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y 

todas las formas de acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

6. La consideración de las singulares dificultades en que se encuentran las mujeres de colectivos de especial 

vulnerabilidad como son las que pertenecen a minorías, las mujeres migrantes, las niñas, las mujeres con 

discapacidad, las mujeres mayores, las mujeres viudas y las mujeres víctimas de violencia de género, para las 

cuales los poderes públicos podrán adoptar, igualmente, medidas de acción positiva. 

7. La protección de la maternidad, con especial atención a la asunción por la sociedad de los efectos derivados 

del embarazo, parto y lactancia. 

8. El establecimiento de medidas que aseguren la conciliación del trabajo y de la vida personal y familiar de las 

mujeres y los hombres, así como el fomento de la corresponsabilidad en las labores domésticas y en la 

atención a la familia. 

9. El fomento de instrumentos de colaboración entre las distintas Administraciones públicas y los agentes 

sociales, las asociaciones de mujeres y otras entidades privadas. 

10. El fomento de la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres en las relaciones entre 

particulares. 

11. La implantación de un lenguaje no sexista en el ámbito administrativo y su fomento en la totalidad de las 

relaciones sociales, culturales y artísticas. 

12. Todos los puntos considerados en este artículo se promoverán e integrarán de igual manera en la política 

española de cooperación internacional para el desarrollo. 

 

 

 

146. A (Reglamento Penitenciario) 

 

Artículo 77 R.P.Horarios. 

1. El Consejo de Dirección aprobará y dará a conocer entre la población reclusa el horario que debe regir en el 

Centro, señalando las actividades obligatorias para todos y aquéllas otras de carácter optativo y de libre 

elección por parte de los internos. 

2. En cualquier caso, se garantizarán ocho horas de descanso nocturno, un mínimo de dos horas para que el 

interno pueda dedicarlas a asuntos propios y tiempo suficiente para atender a las actividades culturales y 

terapéuticas y a los contactos con el mundo exterior. 

3. Igualmente el Consejo de Dirección aprobará mensualmente el calendario de actividades previsto para el 

mes siguiente con indicación expresa de los días y horas de su realización, y de los internos a quienes afecte, 

en el caso de que no afectara a la totalidad de internos del Centro. Este calendario será puesto en 

conocimiento de los internos y estará expuesto permanentemente en lugar visible para los mismos. 

4. El horario aprobado por el Consejo de Dirección, así como el calendario mensual de actividades será puesto 

en conocimiento del Centro Directivo para su ratificación o reforma, antes del día quince del mes anterior a 

aquel a que se refiera. 

5. Asimismo, vendrá obligado a difundir entre los internos, con la periodicidad que se determine en las normas 

de régimen interior, aquellas actividades no regulares que se organicen en el Establecimiento. 

 

 

 



 

 

147. B (Tema 2 organización) 

 

PLENO DEL T.C. 

12 

 

                           SALA PRIMERA                                                                                          SALA SEGUNDA                               

                                        6                                                                                                                    6 

                             PRESIDENTE                                                                                             VICEPRESIDENTE 

SECCIÓN                                       SECCIÓN                                             SECCIÓN                        SECCIÓN 

   3                                                            3                                                      3                                          3 

 

148. D (Tema 9 penal) 

Artículo 15 bis LECRIM 

En el caso de que se trate de algunos de los delitos o faltas cuya instrucción o conocimiento corresponda al 

Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia territorial vendrá determinada por el lugar del domicilio de 

la víctima, sin perjuicio de la adopción de la orden de protección, o de medidas urgentes del artículo 13 de la 

presente Ley que pudiera adoptar el Juez del lugar de comisión de los hechos 

 

149. C (Tema 10 organización) 

Artículo 29.4 de la ley 92017 de 8 de noviembre 

Los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo máximo de duración de 

cinco años, incluyendo las posibles prórrogas que en aplicación del apartado segundo de este artículo acuerde 

el órgano de contratación, respetando las condiciones y límites establecidos en las respectivas normas 

presupuestarias que sean aplicables al ente contratante. 

Excepcionalmente, en los contratos de suministros y de servicios se podrá establecer un plazo de duración 

superior al establecido en el párrafo anterior, cuando lo exija el período de recuperación de las inversiones 

directamente relacionadas con el contrato y estas no sean susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad 

productiva del contratista o su utilización fuera antieconómica, siempre que la amortización de dichas 

inversiones sea un coste relevante en la prestación del suministro o servicio, circunstancias que deberán ser 

justificadas en el expediente de contratación con indicación de las inversiones a las que se refiera y de su 

período de recuperación. El concepto de coste relevante en la prestación del suministro o servicio será objeto 

de desarrollo reglamentario. 

El contrato de servicios de mantenimiento que se concierte conjuntamente con el de la compra del bien a 

mantener, cuando dicho mantenimiento solo pueda ser prestado por razones de exclusividad por la empresa 

que suministró dicho bien, podrá tener como plazo de duración el de la vida útil del producto adquirido. 

Asimismo, podrá establecerse en los contratos de servicios relativos a los servicios a las personas un plazo de 

duración mayor cuando ello fuera necesario para la continuidad de aquellos tratamientos a los usuarios en los 

que el cambio del prestador pudiera repercutir negativamente. 

 



 

 

No obstante lo establecido en los apartados anteriores, cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera 

formalizado el nuevo contrato que garantice la continuidad de la prestación a realizar por el contratista como 

consecuencia de incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación 

producidas en el procedimiento de adjudicación y existan razones de interés público para no interrumpir la 

prestación, se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato y en 

todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin modificar las restantes condiciones del contrato, 

siempre que el anuncio de licitación del nuevo contrato se haya publicado con una antelación mínima de tres 

meses respecto de la fecha de finalización del contrato originario. 

 

150. B (Reglamento Penitenciario) 

Artículo 95.3 del R.P. 

Mediando motín, agresión física con arma u objeto peligroso, toma de rehenes o intento violento de evasión, 

el traslado del penado a un Establecimiento de régimen cerrado podrá acordarse por el Centro Directivo, 

aunque no se haya producido resolución clasificatoria en primer grado, que, en todo caso, deberá efectuarse 

dentro de los catorce días siguientes, dando cuenta inmediatamente del traslado al Juez de Vigilancia. 

 

151. B (Fuera de temario) 

Artículo 2. Principios generales. 

Artículo 2 del Real Decreto 203/2021 de 30 de marzo 

El sector público deberá respetar los siguientes principios en sus actuaciones y relaciones electrónicas: 

a) Los principios de neutralidad tecnológica y de adaptabilidad al progreso de las tecnologías y sistemas de 

comunicaciones electrónicas, para garantizar tanto la independencia en la elección de las alternativas 

tecnológicas necesarias para relacionarse con las Administraciones Públicas por parte de las personas 

interesadas y por el propio sector público, como la libertad para desarrollar e implantar los avances 

tecnológicos en un ámbito de libre mercado. A estos efectos, el sector público utilizará estándares abiertos, 

así como, en su caso y de forma complementaria, estándares que sean de uso generalizado. 

Las herramientas y dispositivos que deban utilizarse para la comunicación por medios electrónicos, así como 

sus características técnicas, serán no discriminatorios, estarán disponibles de forma general y serán 

compatibles con los productos informáticos de uso general. 

b) El principio de accesibilidad, entendido como el conjunto de principios y técnicas que se deben respetar al 

diseñar, construir, mantener y actualizar los servicios electrónicos para garantizar la igualdad y la no 

discriminación en el acceso de las personas usuarias, en particular de las personas con discapacidad y de las 

personas mayores. 

c) El principio de facilidad de uso, que determina que el diseño de los servicios electrónicos esté centrado en 

las personas usuarias, de forma que se minimice el grado de conocimiento necesario para el uso del servicio. 

d) El principio de interoperabilidad, entendido como la capacidad de los sistemas de información y, por ende, 

de los procedimientos a los que éstos dan soporte, de compartir datos y posibilitar el intercambio de 

información entre ellos. 

e) El principio de proporcionalidad, en cuya virtud sólo se exigirán las garantías y medidas de seguridad 

adecuadas a la naturaleza y circunstancias de los distintos trámites y actuaciones electrónicos. 



 

 

f) El principio de personalización y proactividad, entendido como la capacidad de las Administraciones Públicas 

para que, partiendo del conocimiento adquirido del usuario final del servicio, proporcione servicios 

precumplimentados y se anticipe a las posibles necesidades de los mismos. 

 

152. C (tema 10 organización) 

Artículo 36.3 de la ley 9/2017 de 8 de noviembre 

Los contratos basados en un acuerdo marco y los contratos específicos en el marco de un sistema dinámico 

de adquisición, se perfeccionan con su adjudicación. 

 

153. A (Penal General) 

Artículo 8 del C.P. 

Artículo 8. 

Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de este Código, y no 

comprendidos en los artículos 73 a 77, se castigarán observando las siguientes reglas: 

1.ª El precepto especial se aplicará con preferencia al general. 

2.ª El precepto subsidiario se aplicará sólo en defecto del principal, ya se declare expresamente dicha 

subsidiariedad, ya sea ésta tácitamente deducible. 

3.ª El precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las infracciones consumidas en 

aquél. 

4.ª En defecto de los criterios anteriores, el precepto penal más grave excluirá los que castiguen el hecho con 

pena menor. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


